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			PREFACIO

			Cuando se me propuso reeditar el libro Guerra y gobierno. Los pueblos y la Independencia de México, consideré que era la oportunidad para corregir algunos errores e incorporar nueva información resultado de las investigaciones y publicaciones de los últimos veinte años. No se trata de una historia total de la guerra, pero sí de una propuesta metodológica que nos permite comprender el tránsito de colonia a nación independiente y por qué fue tan complicado consolidar el Estado-nación mexicano. Aun cuando la obra conserva el planteamiento original, gracias a las nuevas tecnologías y a la ayuda de mis estudiantes, pude enriquecer la base de datos sobre las insurrecciones de ciudades, villas y pueblos de la Nueva España, el indulto de localidades, la formación de milicias contrainsurgentes, los planes militares, así como las organizaciones político-administrativa y militar. Lo más destacado en esta revisión es la cartografía de la guerra y de los procesos políticos, lo que facilita una mejor comprensión del periodo. Otra novedad es la incorporación de un marco teórico-conceptual sobre la guerra civil, que nos permite analizar el conflicto en términos sociales, políticos y culturales. En esta versión se agregaron los estudios sobre la provincia de Veracruz y la ciudad de México, muy importantes para comprender el desarrollo y desenlace del conflicto, y el largo proceso de consumación de la Independencia.

			Seguramente aún habrá muchas omisiones sobre sucesos dignos de destacar en una guerra tan compleja como la que padecieron los novohispanos y luego mexicanos de las primeras décadas del siglo XIX. Sin embargo, no busco hacer una relación de los hechos más sobresalientes; mi propósito es más sencillo: explicar cómo se destruye un orden, la manera en que se construye otro, y demostrar que no fue una guerra sin sentido, sin rumbo ni dirección, a pesar del caos, los odios, los saqueos, los asesinatos y las motivaciones individuales o colectivas para empuñar las armas contra el gobierno colonial. La guerra impuso su propia dinámica, y la sociedad como pudo se reorganizó y buscó la manera de sobrevivir al caos.

			Me siento muy afortunado por haber tenido como interlocutores en la revisión y actualización de esta nueva versión a mis amigos y colegas José Antonio Serrano, Luis Jáuregui, Manuel Chust, Marta Terán, Ariel Rodríguez, Ivana Frasquet, Michael Ducey, Carlos Herrejón, Virginia Guedea, Ana Carolina Ibarra, Brian Hamnett, Jaime del Arenal, Josefina Zoraida Vázquez, Horst Pietschmann, Enrique Florescano, Gabriel Torres Puga, María Eugenia Terrones, Marco Antonio Landavazo, John Tutino, Alfredo Ávila, Roberto Breña, David Carbajal López, Rodrigo Moreno, Graciela Bernal, Erika Pani, Beatriz Morán, Esteban Sánchez de Tagle, Víctor Gayol, Mariana Terán, Carmen Blázquez, Silvia Méndez, Filiberta Gómez, Abel Juárez, Luis Juventino García y Gerson Manuel Rivera.

			En cuanto a la actualización de la base de datos, quedo en deuda con mis alumnos Indira Daniela Jiménez Toro, Héctor M. Strobel del Moral, Ulises García Sánchez, Mario Alberto García Suárez, Rafael Laloth Jiménez, Guillermo Sánchez Guillén, José Manuel Montano y Hugo Ernesto Rojas Castelán. De manera muy especial agradezco a Paulo Cesar López el empeño que puso para la elaboración de la cartografía de la guerra.

		

	
		
			
			INTRODUCCIÓN

			El 16 de septiembre de 1810 inició el episodio final de un segmento de la historia contemporánea de México. La insurrección popular que encabezara Miguel Hidalgo y Costilla en la provincia de Guanajuato destruyó el orden colonial, aquel que había sido construido a lo largo de 300 años. De manera simultánea a su demolición, se fue creando uno nuevo a partir de las organizaciones militares tanto de insurgentes como de realistas. Ante la fuerza de las armas, las antiguas autoridades y corporaciones, como el virrey, los ministros de las audiencias, los intendentes, los subdelegados, los ayuntamientos, las repúblicas de indios, el clero y los juzgados especiales, fueron cediendo sus facultades y privilegios a los nuevos actores, a las nuevas estructuras militares, político-administrativas y económicas. Los dos ejércitos se nutrieron de hombres arrancados de las poblaciones y de los recursos económicos propios de cada localidad. La cultura de la guerra se hizo presente con mayor fuerza en ciudades, villas, pueblos, haciendas y rancherías de las provincias de Guanajuato, Valladolid, Nueva Galicia, México, San Luis Potosí, Zacatecas, Puebla, Veracruz, Oaxaca, Sonora, Nuevo León, Coahuila y Texas. Una y otra fuerzas dictaron reglamentos, ordenanzas y hasta constituciones para el gobierno de los territorios que controlaban. Con la guerra también desaparecieron las jerarquías sociales basadas en el privilegio, la corporación y la calidad étnica. Durante la guerra, los españoles o peninsulares perdieron el poder político y económico del que disfrutaron durante tantos años. Incluso en la ciudad de México, donde no hubo enfrentamientos armados, aquellos fueron desplazados de los cargos públicos. Asimismo, al perder la ciudad de México su hegemonía sobre los territorios en poder de los rebeldes, se rompió también la relación jerárquica de autoridad de la capital con las provincias y las localidades. La ciudad de México tardaría varias décadas en recuperar protagonismo.

			Mucha tinta ha corrido para demostrar que la guerra de 1810 se dio para independizar a México, ¿la Nueva España?, de España o simplemente para alcanzar una mayor autonomía.[1] Sin embargo, para los objetivos de esta investigación resulta más trascendente centrar la atención en los cambios que en lo político, social, económico y cultural se dieron en las ciudades, villas y pueblos de Nueva España luego de la guerra y de la aplicación de la Constitución Política de la Monarquía Española de 1812. La historia comienza en la etapa de preguerra, a partir de la crisis política de 1808; le sigue la insurrección de un sector del ejército colonial, acompañado de buena parte de los clérigos y de amplios sectores de la sociedad. No menos importante fueron la formación de los gobiernos americanos en ciudades, villas y pueblos, y su reconquista por parte de los realistas; los modelos militares y de gobierno de las partes en conflicto; las contribuciones de guerra; las nuevas relaciones sociales y políticas en el seno de las comunidades, y las características del nuevo vínculo entre gobierno y poblaciones. El resultado final de la guerra fue el empoderamiento autonomista, tanto de las provincias como de las poblaciones.

			Este libro narra una de las vivencias más terribles de la historia de México por sangrienta, cruel, brutal y, al mismo tiempo, fascinante, llena de experiencias colectivas dignas de contar por la manera en que los habitantes enfrentaron su presente. Se trata nada más y nada menos que de la historia fundacional del actual sistema político mexicano.[2] En medio de este proceso está la guerra, que no es un hecho cualquiera, pues va de por medio la vida de miles de personas. En tales circunstancias, nos dice Michael Walzer,

			la naturaleza humana se ve reducida a sus formas más elementales, en donde prevalece el interés propio y la necesidad. En un mundo semejante, los hombres y las mujeres no tienen más remedio que hacer lo que hacen para salvarse a sí mismos y a la comunidad a la que pertenecen, de modo que la moral y la ley están fuera de lugar.[3]

			El fenómeno se vuelve aún más crítico cuando se trata de una guerra civil en la que no se sabe a ciencia cierta en qué lugar habita el enemigo ni cuándo o cómo lanzará el siguiente golpe. Las poblaciones enteras se convierten, más que en aliados, en posibles agresores. Ante el temor de morir, se mata, y en el momento de hacerlo no se piensa en si se obró bien o mal, simplemente se destruye al enemigo porque eso es lo que se hace en una guerra, y en medio de esta confusión mueren miles de inocentes. La mayor parte de la población, sin importar su condición social, racial o económica, sufren los desastres provocados por el cisma social. Stathis N. Kalyvas señala que las “guerras civiles son la evidencia de una profunda crisis de legitimidad: segmentos sustanciales de la población se oponen con toda intensidad al régimen del lugar y, por consiguiente, reasignan su apoyo a los rebeldes; en este sentido, las guerras civiles son en realidad, guerras de pueblos”.[4]

			En las guerras civiles, uno de los bandos defiende a quienes ostentan el poder político, y existe un mínimo de equilibrio con la fuerza que lo combate. En éstas domina la brutalidad y la crueldad. Como no pueden destruirse fácilmente, se dedican a vejar, a extorsionar y a saquear a la población civil. “Con frecuencia los bandos cambian su semblante camaleónicamente: algunas veces operan como unidades militares, pero otras, de repente, se convierten en una verdadera sarta de bandidos que persiguen exclusivamente ventajas materiales”.[5] Quien mejor entendió y explicó el significado de esta guerra fue el obispo electo de Michoacán, Manuel Abad y Queipo. Para él esta guerra era

			uno de esos fenómenos extraordinarios que se producen de cuando en cuando en los siglos, sin prototipo ni analogía en la historia de los sucesos precedentes. Reúne todos los caracteres de la iniquidad, de la perfidia y de la infamia. Es esencialmente anárquica, destructiva de los fines que se propone y de todos los lazos sociales.[6]

			Después de la insurrección, nadie quedó al margen de los acontecimientos; los habitantes tuvieron que tomar partido en la contienda. Muchas veces por convicción política, otras por temor a perder su vida y pertenencias o, simplemente, por tener su residencia en un territorio dominado por una de las partes.[7]

			Para la población, la guerra civil de 1810 se presentó como un hecho sorpresivo e inédito en su cotidianidad, y le fue muy difícil comprender su significado, más aún acostumbrarse a la violencia.[8] De repente los pobladores se encontraron atrapados entre dos fuegos y terminaron por ser, además de víctimas, también actores de primer orden, ya que los dos bandos buscaban su adhesión y apoyo para poder subsistir.[9] Con la anarquía también se alteró la organización y disciplina de las fuerzas armadas existentes, pues se dieron permiso para cometer todo tipo de excesos: “hombres armados sin disciplina, soldados saqueadores, tropas que viven a costa del país y elementos criminales le rapiñan a la población con completa impunidad si no con estímulo”.[10] A pesar del prolongado tiempo del conflicto, hubo pocas batallas convencionales; de allí que los enfrentamientos se desarrollaran en la sociedad misma, sin línea de frente, por todas partes y en cada localidad, sin importar si era una ciudad, una villa o un pueblo.[11] El jefe contrainsurgente Félix María Calleja se quejaba de la resistencia que había en un sector muy importante de la población para involucrarse en hechos violentos.[12] En general, los habitantes estaban en contra de la guerra.

			Abad y Queipo no se equivocó. El “grito de Dolores” generó un gran movimiento de reivindicaciones políticas y sociales, encabezadas por los criollos del Bajío. Su proyecto era muy simple y hasta ingenuo por lo complicado que resultaba llevarlo a la práctica. Su objetivo principal era destituir al gobierno virreinal, con sede en la ciudad de México, al que calificaban de ilegítimo y partidario del “ateo Napoleón”; en su lugar, pensaban convocar a una junta nacional con la representación de los ayuntamientos del virreinato. Pero antes había que formar los gobiernos americanos, sin la presencia de españoles. También había que aprehender a los peninsulares, confiscar sus bienes, expulsarlos de los territorios americanos, y que los cargos vacantes fueran ocupados por criollos. El proyecto era eminentemente militar, en él sólo participarían las milicias americanas y la colaboración popular no formaba parte del mismo. Al pueblo sólo se le invitaría a celebrar el triunfo, una vez alcanzado el pleno control de la situación. La realidad fue muy distinta: sí se formaron los gobiernos americanos, pero no todos pensaban ni actuaban de la misma manera; en la insurrección se expresaron diversos actores motivados por sueños e intereses colectivos y personales. Ante todo se trató de un movimiento dirigido por criollos, quienes diferían en sus posiciones políticas: unos pretendían independizarse de la monarquía o por lo menos del poder virreinal y, otros, los reformistas, demandaban mayor autonomía. También apareció el punto de vista de los “incómodos invitados” de última hora: Miguel Hidalgo, las castas y los pueblos indígenas. Los primeros pugnaban por la supresión de las diferencias raciales y del tributo, y los segundos reafirmaban su fe católica, exigían la restitución de tierras y el fin del arrendamiento de éstas por los subdelegados, la desaparición de las cajas de comunidad, del servicio personal y del tributo.[13]

			A la revolución se sumaron otros sectores sociales no menos importantes que los anteriores: los mestizos, propietarios de tiendas, pulperías y comistrajos o expendios de alimentos, quienes se oponían al pago de pensiones que severamente afectaban sus utilidades. También se hicieron presentes los labradores y pequeños propietarios que, además de a no pagar el diezmo, aspiraban a la libertad para sembrar cultivos más rentables cuyo monopolio ejercían unos cuantos. Tampoco debemos ignorar la crisis económica de 1808 y la consolidación de vales reales que arruinó la economía de los medianos ni pequeños propietarios urbanos y rurales. En su libro más reciente, Eric Van Young destaca las motivaciones personales, individuales y colectivas de los insurgentes detenidos y llevados a juicio, en las que aparecen el rencor, el amor, la curiosidad y la leva.[14]

			En enero de 1811, el jefe de operaciones contrainsurgentes, Félix María Calleja, también se pronunció en los mismos términos que Abad y Queipo, y habló de la dificulad que se presentaba para someter al orden a los alzados, por la simpatía popular a su causa, y aseguraba que hasta los mismos peninsulares habían calculado los beneficios que alcanzarían con un gobierno independiente. Este jefe reiteró que el descontento popular estaba relacionado con la excesiva carga fiscal, con las restricciones al comercio y con el monopolio ejercido por los peninsulares en los altos cargos públicos y administrativos. Decía que “nadie ignora que la falta de numerario la ocasiona la Península; que la escasez y alto precio de los efectos es un resultado preciso de las especulaciones mercantiles que pasan por muchas manos y que los premios y recompensas que tanto se escasean en la colonia, se prodigan en la Metrópoli”.[15] Creencia que no se desvaneció aun cuando el aterrado virrey Francisco Javier Venegas otorgó a los militares amplias facultades para realizar cualquier acción encaminada a frenar el avance insurgente. Como veremos más adelante, en cada provincia reconquistada fueron los militares, con el apoyo de las indultadas élites locales, quienes se hicieron cargo del restablecimiento o remplazo de autoridades, de la impartición de justicia, de las juntas de seguridad para el control de los habitantes (entrega de pasaportes, prohibición de reuniones sospechosas, comercio y combate a la vagancia), de las contribuciones de guerra y de la organización de la población civil en las milicias de autodefensa denominadas “fieles realistas defensoras de Fernando VII”. Estos cuerpos armados fueron financiados principalmente por los propietarios, los ayuntamientos y las corporaciones.[16]

			Como en toda guerra civil, la ley de las armas no fue clara en lo que estaba o no permitido, por lo que hubo infinidad de abusos contra la población civil. En todo momento dominó la voluntad de los jefes militares, bien fueran realistas o insurgentes. Después de cada enfrentamiento, ocupación o represión a una comunidad, eran los jefes quienes en el instante decidían a qué pueblos o personas había que castigar y en qué consistía la pena. A partir de la guerra, la convivencia entre vecinos ya no fue la misma que en la época de preguerra. Las comunidades terminaron divididas y enfrentadas entre sí, lo que hizo más violento el fenómeno. En general, los propietarios apoyaban a los realistas, y el llamado “pueblo bajo” a los insurgentes. Kalyvas señala que en estos casos el deseo de venganza se exacerba una vez que desaparecen las jerarquías sociales que permiten el control social. Se trata de la “enemistad heredada, sangrienta o vendetta”;[17] otro elemento a considerar es el espíritu revolucionario y de conquista que dominó en los bandos. Al inicio de las hostilidades, en nombre de la “nación”, los insurgentes confiscaron los bienes a su alcance (haciendas y minas) de peninsulares y de criollos realistas, y en algunos casos también permitieron el saqueo de bienes enemigos. Por su parte, durante la represión contra las poblaciones sublevadas, los realistas se condujeron como verdaderos conquistadores al disponer de vidas y bienes de sus adversarios, bienes que eran repartidos entre la tropa.

			Las acciones emprendidas por el gobierno virreinal lograron frenar el avance insurgente en amplias regiones donde las ciudades y centros urbanos pudieron organizar una adecuada defensa de su demarcación. Los estratos sociales más afectados por el “terror coercitivo”[18] desarrollado por realistas fueron los sectores populares, que sin consideración alguna y con cualquier pretexto eran pasados por las armas. En cambio, aun cuando los notables fueran culpables de sedición o de infidencia, la mayoría de las veces fueron perdonados, o bien, la pena capital se les conmutó por la cárcel o el exilio.

			De 1810 a 1825 podemos identificar cuatro etapas de la guerra. La primera comprende el periodo de septiembre de 1810 a mayo de 1811, caracterizado por el control insurgente de ciudades, villas, pueblos, haciendas y ranchos del centro de la Nueva España, hasta la pérdida de las dos primeras. En la segunda, de junio de 1811 a diciembre de 1815, los realistas controlaron las ciudades y villas una vez garantizada la alianza con los propietarios indultados, quienes se sumaron a los planes contrainsurgentes formando parte de las milicias de autodefensa (compañías de patriotas). La alianza se reforzó con el arribo de las tropas expedicionarias enviadas desde España y con la jura de la Constitución de 1812. Desde los centros urbanos se organizaron campañas militares para someter o aniquilar a pueblos, haciendas y ranchos controlados por los insurgentes. La tercera etapa, de enero de 1816 a enero de 1820, cuando tras la muerte del caudillo Morelos, los jefes insurgentes comenzaron una despiadada disputa por el control de mando, lo que se reflejó en las traiciones, los asesinatos y los indultos de los propios líderes. Fue en esta coyuntura cuando los realistas pudieron someter a la mayor parte de los focos de resistencia, lo que no significa que hubieran ganado la guerra.[19] La última etapa está relacionada con el restablecimiento de la Constitución de 1812 y con los movimientos armados desarrollados entre 1821 y 1824, años en que se alcanzó la Independencia y se estableció la república como forma de gobierno. No menos importantes fueron los combates en Veracruz hasta la rendición del último reducto colonial en la isla de San Juan de Ulúa, el 18 de noviembre de 1825.
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					[1] Entre quienes abogan por la tesis de la autonomía destacan Hugh Hamill, Doris Ladd, Luis Villoro, Antonio Annino, Timothy Anna, Jaime Rodríguez, Brian Hamnett y Virginia Guedea. En cambio, entre los defensores de la independencia de Nueva España se encuentran Ernesto Lemoine, Eric Van Young y John Tutino. De los estudios sobre la guerra cabe recordar a Christon Archer, quien dedicó su vida al estudio del ejército realista. Los más recientes son los de Marco Antonio Landavazo y Daniela Ibarra sobre la violencia en la guerra; Ana Carolina Ibarra, para Oaxaca; los de Moisés Guzmán sobre la tecnología militar, y la tesis doctoral de Rodrigo Moreno sobre el Ejército Trigarante.
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					[6] “Don Manuel Abad y Queipo, Canónigo Penitenciario de esta Santa Iglesia, Obispo electo y Gobernador del Obispado de Michoacán, a todos sus habitantes salud y paz en nuestro Señor Jesucristo”, citado en J. Hernández y Dávalos, Colección de documentos, vol. 4, pp. 882-890.

				

				
					[7] Michael Seidman llama lealtad geográfica a la adhesión hacia el grupo que domina la ciudad o la región en que se vive. Simplemente se adhieren a una causa porque allí estaban o vivían cuando una fuerza tomó el control. Citado en S. N. Kalyvas, op. cit., p. 167.

				

				
					[8] Véase M. A. Landavazo, Nacionalismo y violencia.

				

				
					[9] Michael Walzer propone que, antes de emitir cualquier juicio moral, debe tenerse en cuenta que la “guerra es una acción humana, deliberada y premeditada, y de cuyos efectos alguien tiene que ser responsable”. Las personas que se ven atrapadas en ella “no sólo son víctimas, son también actores”. Walzer, op. cit., p. 43.

				

				
					[10] S. N. Kalyvas, op. cit., p. 96.
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					[19] La hipótesis de que los realistas no ganaron la guerra también es avalada por Brian Hamnett y Eric Van Young.

				

			

		

	
		
			
			I. LA GUERRA Y LA DESARTICULACIÓN  DEL ORDEN VIRREINAL

			El rumor de la presencia de los enviados de Napoleón en Nueva España y su relación con algunos grupos políticos fue uno de los temas más discutidos entre la caída del virrey José de Iturrigaray, en 1808, y el inicio de la insurrección dos años después. Luego, durante el desarrollo de la guerra, para ganar el apoyo de la población, tanto realistas como insurgentes se acusarían mutuamente de estar vinculados con los franceses. ¿A quiénes había que creer? Los realistas cargaban sobre sus espaldas el estigma de la destitución del virrey y se les acusaba de ser los principales saqueadores de las riquezas de Nueva España, a la que no veían como su patria, sino como un botín. Por ello eran odiados por la mayoría de la población.

			Los principales jefes insurgentes tenían otro tipo de antecedentes por los que también se les podría vincular con los emisarios de Napoleón. Varios de los jefes habían leído “libros prohibidos” y veían con gran admiración los cambios experimentados en Francia. De ahí que juzgaran con simpatía la invasión a España, por considerarla un paso importante para su liberación. Al parecer los ilustrados novohispanos pretendían separarse de España no para entregar estas tierras a Napoleón, sino para formar un nuevo Estado independiente. Pero ¿cómo involucrar al pueblo bajo y a los indios en un proyecto cuyos principios eran considerados una amenaza a su religión y tradiciones? Como lo ha demostrado Marco Antonio Landavazo, los criollos ocultaron a los pueblos el verdadero propósito de su movimiento.[1]

			LA CRISIS DE 1808

			No podemos ignorar el sucesivo debilitamiento de la Corona española previo a la crisis de 1808. Su poder, su riqueza y arsenal bélico se esfumaron con las guerras. Peor le fue cuando, a partir del mencionado año, se iniciaron los procesos de Independencia de la mayor parte de sus posesiones de ultramar.[2] Éstas habían aportado buena parte de los recursos financieros, y la Nueva España fue de las más afectadas por las exigencias de la Corona. De los préstamos y donativos se pasó a los préstamos forzosos y, desde 1804, a la famosa real cédula de consolidación de vales reales por la que se ordenaba enajenar o incautar los fondos propiedad de las instituciones eclesiásticas. En la ciudad de México fueron enajenados los depósitos en efectivo de la catedral, las parroquias, los conventos, los colegios, los hospitales, las instituciones de beneficencia, las cofradías y archicofradías, de las comunidades indígenas y de algunos particulares. También hubo venta y remate de casas, de haciendas y demás bienes muebles. El problema se agudizó porque la mayor parte de los mencionados fondos se habían prestado por tiempo indefinido a mineros, hacendados y rancheros. La decisión del virrey Iturrigaray de aplicar la real cédula hasta sus últimas consecuencias lo enfrentó con todo los afectados, es decir, los propietarios criollos y peninsulares y el clero. En este caso, todos hicieron causa común contra el decreto, más aún cuando se acusaba al virrey de “afrancesado” por su relación con el ministro Godoy.[3]

			En Nueva España se cobraron alrededor de diez millones y medio de pesos, de los cuales dos millones y medio provenían del obispado de México. De ellos, cinco millones terminaron en las arcas de Napoleón en París. Entre los afectados también había más de 40 miembros del consulado de comerciantes de México, entre los que se encontraba el líder del golpe de Estado, Gabriel del Yermo, a quien el gobierno estaba presionando para que liquidara los más de 400 000 pesos que adeudaba al fisco.[4]

			El 9 de junio de 1808, La Gazeta de México informaba a la opinión pública de la abdicación del rey Carlos IV a favor de su hijo Fernando, y la de éste en la persona de José Bonaparte. La reacción de los novohispanos en contra de los mencionados sucesos no se hizo esperar; los notables de la capital comenzaron a reunirse y a expresar sus opiniones en torno de la crisis y la forma en que debía enfrentarse el problema que implicaba la transferencia de la soberanía real a un gobierno impuesto por Napoleón. En los siguientes dos meses la capital se vio envuelta en un remolino de ideas, propuestas y contrapropuestas que culminó con el golpe de Estado contra el virrey José de Iturrigaray y el encarcelamiento y posterior asesinato de algunos miembros del ayuntamiento.[5] Tres días después, el mismo ayuntamiento de México interpretó el real decreto de 1530 por el que, al igual que al de Burgos, capital de Castilla, le correspondía el primer voto de las ciudades de Nueva España, y se adjudicaba el derecho a convocar a un Congreso para el establecimiento de un gobierno provisional ante la ausencia de un monarca legítimo.[6] Si la corporación y el privilegio eran característica fundamental de la ciudad, pareciera que el éxito del ayuntamiento radicó en haber logrado, a su favor, el consenso de la mayor parte de la población para presentarse como el verdadero paladín americano. Ello representaba un hecho insólito, al poner en jaque a las autoridades virreinales. En “1808 [con] perspicacia y profundidad […] el ayuntamiento de México argumentó el imperativo de refundar, en un imaginario político, la noción de autoridad legítima en la Nueva España.”[7]

			La iniciativa del ayuntamiento ante la crisis se había planteado como una mera ocurrencia de algunos miembros del cabildo. Lo cierto es que, autorizado por el virrey, el cabildo siguió el ejemplo de los habitantes de Sevilla, Burgos, Oviedo, Asturias y Valencia, por citar algunos, que tampoco estaban autorizados por el monarca y, sin embargo, habían formado juntas soberanas. El síndico del ayuntamiento, Francisco Primo de Verdad, se preguntaba por qué a las juntas de la península no se les cuestionaba y sí a la que se pretendía formar en la Nueva España.[8] El acto en sí parecía muy sencillo y natural, pues lo que se buscaba era refrendar el juramento de fidelidad al recién proclamado monarca español Fernando VII, considerado el heredero legítimo de la Corona española y no el francés José I, impuesto por su hermano Napoleón Bonaparte.[9] Para los ministros de la Real Audiencia, el arzobispo, los inquisidores y los grandes propietarios peninsulares, la propuesta del ayuntamiento y del virrey representaba un acto subversivo.[10]

			Desde esta primera reunión del 9 de agosto, el cisma entre las autoridades y los notables de la capital se hizo evidente. Los oidores de la Real Audiencia escucharon “con escándalo en boca del síndico Primo de Verdad excitado por el virrey hablar de la soberanía del pueblo americano.”[11] Su preocupación se fundaba en los sucesos de Francia en 1789 y los de Santo Domingo en 1804. Tampoco olvidaban que una convocatoria similar había conducido a la destrucción de la monarquía francesa, a la ejecución del rey Luis XVI y al establecimiento del imperio de Napoleón.[12] Mientras esto ocurría, llegaron a Veracruz los comisionados de la Junta de Sevilla, Juan Gabriel de Jabat y Manuel Francisco de Jáuregui, cuyo propósito era hacer que el virrey reconociera su Junta y que le enviara recursos pecuniarios; de lo contrario, los andaluces tenían la autorización de su Junta para deponer al virrey. Asimismo llegaron los representantes de la Junta de Asturias.[13]

			Entre los miembros del cabildo metropolitano también se dio otro cisma. Si en un principio todos habían apoyado las propuestas de Francisco Primo de Verdad y de Juan Francisco de Azcárate, después del 5 de septiembre dieron la espalda a sus compañeros y al mismo virrey, y se subordinaron a la Audiencia. En las siguientes reuniones de cabildo se omitieron los comentarios sobre los sucesos del 15 de septiembre, y en la sesión del 7 de octubre sólo consignaron la noticia de que el licenciado Francisco Primo de Verdad había muerto, pero sin señalar la misteriosa causa de su deceso.[14] Como todo golpe de Estado, el de México estaba plagado de irregularidades y contradicciones en su discurso y proceder. La primera de ellas era que los golpistas se adjudicaban el derecho para deponer al virrey y nombrar a su sucesor. Si el acto en sí ya era ilegal, se le sumaba el hecho de no abrir los “pliegos de providencia” que contenían el nombre del sucesor. Por su cuenta nombraron al oficial más antiguo del virreinato, el mariscal de campo Pedro Garibay. Justificaron su desacato pensando que los sucesores podrían ser el presidente de la Audiencia de Guatemala o los capitanes generales de Campeche o de La Habana, todos estaban muy lejos de la ciudad de México. Del primero se decía que, además de octogenario, era manipulable.[15] Como hemos podido observar, en el golpe también intervinieron agentes de Sevilla, externos a la política local. Con esta alianza, los golpistas legitimaron su ascenso al poder y en nombre de la Junta, que se supone representaba los intereses de Fernando VII, justificaron todos los actos de represión contra sus adversarios. El nuevo gobierno reafirmó la alianza con Sevilla y, como muestra de su lealtad, envió a la Península nada más y nada menos que nueve millones de pesos.[16] Con ello, la de Sevilla se impuso sobre las demás de la Península porque aún permanecía libre del asedio francés, y porque los recursos que le llegaron desde México le permitieron salir avante con sus propuestas. Para lograr la conciliación con las demás juntas debieron convocar a unas cortes que, nunca imaginaron, obrarían en su contra.

			Después del golpe, el descontento popular fue en aumento, y en todos los barrios de la ciudad aparecieron libelos y pasquines elaborados por “espíritus malévolos”. La situación se tornó tan grave que el gobierno tuvo que desplegar tropas en toda la ciudad y nombrar “gobernador militar de la capital” al comandante de San Luis Potosí, Félix María Calleja. Su encomienda era “restablecer y mantener la quietud pública, cuya comisión obtuvo hasta conseguirlo.” De esta manera, las fuerzas castrenses iban imponiendo su ley marcial sobre los habitantes de la ciudad. Para contener el descontento popular, los golpistas de México suspendieron la aplicación del real decreto de consolidación. Por otro lado, la Junta Suprema de Sevilla atendió una de las demandas de los americanos relacionadas con el estatus que tenían los territorios americanos: “No eran colonias sino que formaban parte integrante de la monarquía española”. Por ello, los americanos tenían derecho a enviar un representante por virreinato y capitanía elegido por medio de sufragio indirecto. Pero los mandatos de la Suprema contravinieron los deseos del grupo golpista de México, pues dieron certeza jurídica y orientaron la conducta de los autonomistas novohispanos, al tiempo que radicalizaron la posición de los independentistas. Lo que nunca imaginaron los promotores la de Junta Suprema en Nueva España fue que las órdenes y disposiciones que de ella emanaron, dieran al traste con sus pretensiones de evitar cualquier cambio político y social contrario a sus intereses.[17]

			Garibay no logró contener la efervescencia revolucionaria ni poner límites a la injerencia de los golpistas en los asuntos de Estado. El virrey igualmente fue destituido del cargo y ocupó su lugar el arzobispo Lizana. Éste gobernó con la incertidumbre de que quienes habían destituido a Iturrigaray planeaban hacer lo mismo con él. El arzobispo, que en otro tiempo había considerado a los golpistas hombres de “buena voluntad”, pronto cambió de opinión y los catalogó como “sujetos peligrosos y enemigos de la tranquilidad del reino y de su quietud”. Lizana fue el tercer virrey sustituido en menos de dos años. Ello se debió a las constantes quejas en su contra tanto de los comerciantes de Cádiz como de México. Su lugar fue ocupado por el regente de la Audiencia, Tomás González Calderón, en colaboración con los oidores Pedro Catani y Guillermo Aguirre. Los tres mantenían estrechas relaciones con el consulado de Cádiz. A este grupo pertenecía el nuevo virrey Francisco Javier Venegas, quien antes se había desempeñado como gobernador del mencionado puerto. Muchos de los que habían apoyado a Iturrigaray se unieron a la insurgencia. El conde de Casa-Alta, amigo de Iturrigaray, siendo subdelegado de Pachuca, cuando los rebeldes llegaron a la villa les entregó plaza sin oposición. Rafael Ortega, secretario particular del virrey y sargento mayor del regimiento de Michoacán, se unió a los rebeldes en Valladolid. Ezequiel Lizarza, sobrino de Iturrigaray, fue destituido del cargo de subdelegado de Tacuba por sospecha de tener trato con los rebeldes. José María Fagoaga y el marqués de Rayas fueron aprehendidos y encarcelados, acusados de conspiración.[18]

			El 30 de mayo de 1810, escasos cuatro meses antes de la insurrección, el obispo electo de Michoacán, Manuel Abad y Queipo, envió una representación a la regencia, previniéndola de una posible insurrección y proponiendo algunas medidas para evitarla. Aseguraba que toda América, y en especial Nueva España, estaba dispuesta a una insurrección general; que la Revolución francesa había influido en la mente de los americanos al fomentar la división entre sus habitantes y alimentado el ardiente deseo de independencia. Según el obispo, ésta se planteó el hipotético caso de que la metrópoli no fuera liberada del yugo francés. Sin embargo, dos años después en Nueva España ya se deseaba con ardor la independencia y, al mismo tiempo, se juraba fidelidad a Fernando VII, considerado el “centro de unidad de la ejecución de su proyecto”. También afirmaba que “los americanos quisieran mandarse solos y ser propietarios exclusivos; de donde resulta la envidia, rivalidad y división” entre ellos. Para evitar la insurrección, Abad y Queipo propuso la abolición del tributo personal; “la pensión de las pulperías o tiendas mestizas de bebidas y comistrajos”; la declaración de incontinenti del préstamo de cuarenta millones establecido a las dos Américas; el incremento de la fuerza militar en todo el reino con el fin de mantener el orden público; el envío a Nueva España de un virrey militar, inteligente, recto, activo y enérgico. También había que traer armas, municiones y fundidores de Sevilla para la construcción de cañones. Abad y Queipo propoponía la igualdad social de todos los hombres libres, el sistema de libre comercio y la apertura de los puertos al comercio internacional. El Estado podría subsistir con los impuestos al tabaco, el derecho de alcabala y con el que se estableciera al mezcal y al aguardiente, una vez levantada la prohibición.[19]

			Mientras el alto clero intentaba hasta lo imposible frenar la difusión de las ideas liberales y de los planes bonapartistas de insurreccionar a las poblaciones de Nueva España, el bajo clero y muchos de los notables de las ciudades hacían todo lo contrario. La mayoría de los conspiradores, simpatizantes y jefes insurgentes habían leído libros prohibidos y simpatizaban con la Revolución francesa. De ello se acusó a José Martín de Carrasquedo, canónigo y criollo de Valladolid, muy amigo de Hidalgo desde que ambos atendieron el curato de San Felipe. Allí habían leído a Rousseau. Los dos se opusieron a la “tiranía de la Iglesia en cobrar diezmos y primicias”. Carrasquedo no intervino en el levantamiento porque no estaba en Nueva España. En 1804 se había embarcado hacia Cádiz como capellán de la fragata Cleopatra. Luego formó parte del ejército de Galicia que acompañó a los franceses durante la ocupación de Portugal. Cuando se dio la escisión entre franceses y españoles, Carrasquedo se unió a los portugueses contra Junot bajo el mando del marqués de Valladares. En febrero de 1811 regresó a Nueva España y de inmediato fue aprehendido acusado de “hereje formal y apóstata de nuestra Sagrada Religión”.[20]

			Otro ejemplo fue fray Vicente de Santa María, líder de la conspiración de Valladolid de 1809. En las juntas que organizó se hablaba de la “historia actual de la guerra de España con la Francia: y entre la multitud de juicios, se habló muchas veces sobre la independencia de esta América, caso de que los franceses quisieran suplantarnos”. En estas reuniones los conspiradores se pronunciaron contra la reducción de las rentas eclesiásticas y de las de sus ministros. A partir de estas juntas comenzaron los preparativos para llevar a cabo la citada independencia. De la sumaria contra Santa María se deduce que había una red de simpatizantes en todo el Bajío. En 1813, Santa María escapó de la prisión del Santo Oficio y se unió a Morelos. Como se puede apreciar, los planteamientos de Santa María coinciden con los del obispo Abad y Queipo. Para el caso de Guadalajara, Brian Connaughton afirma que antes de la insurrección la jerarquía eclesiástica había apoyado con entusiasmo las reformas clericales sin tomar en cuenta “que algunas fuerzas locales se apropiarían del cambio, profundizándolo y cuestionando más radicalmente a los integrantes del orden establecido bajo la monarquía española”. Sin embargo, una vez que estalló la insurrección, ésta fue rechazada por la alta jerarquía.[21]

			LA GUERRA CONTRA LA HEREJÍA

			De acuerdo con las proclamas, programas de gobierno, bandos y circulares de los insurgentes, su movimiento tenía el propósito de impedir el establecimiento de un gobierno dependiente de Bonaparte, salvar la religión y guardar estos territorios a Fernando VII. Por su parte, las autoridades coloniales acusarían a los insurgentes de llevar a la práctica los designios de José I al sublevarse contra las autoridades virreinales. Una vez iniciada la insurrección, el bombardeo de mutuas acusaciones, con los mismos argumentos, se incrementó de manera notable. Para ganarse el apoyo de los pueblos, los jefes insurgentes difundieron la idea de que las autoridades virreinales tenían vínculos con el gobierno francés; por tanto, había que aniquilarlas y salvar la religión. ¿Por qué mentir a los pueblos sobre las verdaderas intenciones de la insurrección? El 31 de agosto de 1810, Allende comunica a Hidalgo que en la junta que tuvo en casa de los González, se

			resolvió obrar encubriendo cuidadosamente nuestras miras, pues si el movimiento es francamente revolucionario, no sería secundado por la masa general del pueblo […] si se hacía inevitable la revolución, como los indígenas eran indiferentes al verbo libertad, era necesario hacerles creer que el levantamiento se lleva a cabo únicamente para favorecer al rey Fernando.[22]

			Según Diego García Conde, cuando estuvo preso en poder de los rebeldes, en Acámbaro, escuchó a Mariano Jiménez exclamar “que era menester quitarse ya el rebozo: que ya había llegado el tiempo de la felicidad e independencia, y que era menester verificarlo a lo Napoleón, marchando hacia la capital, a la capital”. Este mismo jefe, cuando insurreccionó Matehuala, arremetió contra los “malos españoles” que habían “procurado con obstinación y pertinacia proteger y seguir las perversas máximas del emperador de los franceses”. Por lo anterior, todo americano tenía la obligación de “exterminar esta perniciosa semilla que exparcida en el fertilísimo campo de nuestra obediente y religiosa nación, procura ingrata sofocar la estimable heredad de Jesucristo, protegida por su augusta y soberana madre con inauditos prodigios”. Como “miembros podridos de nuestro amado cuerpo”, había que extraer a los europeos de la sociedad novohispana para luego remitirlos a su patria.[23] Hidalgo sostenía que la insurrección tenía la finalidad de “conservarle a nuestro rey estos preciosos dominios y el que por ellos fueran entregados a una nación abominable”. Por lo tanto, el movimiento que encabezaba significaba la “salvación de la patria”. Un caso excepcional fue la revelación que este jefe hizo al intendente de Guanajuato, Juan Antonio Riaño, cuando le dijo que la verdadera causa de su movimiento era “proclamar la independencia y libertad de la Nación”. También le aseguró que los europeos significaban un obstáculo para su empresa, por eso pensaba tenerlos en calidad de prisioneros hasta que se lograra la “insinuada libertad e independencia”.[24]

			Cuando Ignacio Rayón insurreccionó a los pueblos del partido de Tlalpujahua, habló de la complicidad de los europeos con la “estirpe de los Bonapartes”, símbolo de “entrega, dimisión, saqueo, exterminio y total ruina de estos afortunados reinos”. Por lo tanto, su movimiento no tenía otra finalidad que “libertar a la Patria de la voracidad del tirano y de sus crueles enemigos”. Luego, en la carta que Rayón y Liceaga enviaron desde Zacatecas a Calleja le explicaban que la insurrección pretendía salvar estos territorios para Fernando VII, y sostenían que, “por práctica experiencia, conocemos que no sólo los pueblos y personas indiferentes sino muchos que militan en nuestras banderas Americanas, careciendo de estos esenciales conocimientos se hayan embarazados para explicar el sistema adoptado y razones porque debe sostenerse”. Para ellos, la Junta Central carecía de legalidad porque había ignorado a los consejos, gobiernos, intendentes y demás autoridades legítimamente constituidas. Finalmente, decían que la insurrección tenía el propósito de acabar con el

			saqueo y desolación, que bajo el pretexto de consolidación, donativos, préstamos patrióticos y otros emblemas, se están verificando de todo el reino, y lo verte por último de la entrega que según alguna fundada opinión estaba ya tratada, y al verificarse por algunos EUROPEOS miserablemente fascinados de la astuta sagacidad de Napoleón.

			Para Calleja esto era falso, puesto que hacían la guerra a las autoridades nombradas legítimamente; mataban a una parte de la población y robaban sus bienes y, lo más grave, insurreccionaban a los pueblos, diciendo que algunos españoles habían vendido estos reinos a los franceses.[25]

			En una de las proclamas decomisadas a Landaverde en San Luis Potosí, se acusó al ministro Godoy de ateo y de ser cómplice de los secuestros de los monarcas, del papa Pío VII y del senado de Roma. Por ello, los habitantes de América tenían la obligación de luchar con las armas para salvar la religión, al rey y a la patria contra los “contraventores de Lesa Magestad, numpcios y plenipotenciarios de Napoleón que en la América están intrusos”. En el documento se denunciaba que los agentes franceses en Nueva España eran el propio virrey Venegas, Abad y Queipo y los principales jefes realistas, Calleja, Cruz y Arredondo; según se afirmaba, esto se sabía por una carta en francés decomisada el 3 de enero de 1812 a un correo que iba a Guadalajara. Según John Tutino, el discurso francofóbico, la imagen de Guadalupe y la reivindicación de Fernando VII eran elementos que “sugerían un movimiento de legitimidad tradicional, una insurrección cuya meta era restituir a México a unos tiempos mejores recientemente perdidos”.[26]

			El virrey Venegas expresó que Hidalgo había inventado la venta de Nueva España a los franceses; que lo había hecho consciente de que la población se opondría a cualquier “dominación extranjera, vuestro amor a la religión Santa que profesamos y vuestro apego a los usos y costumbres”. “El cura Hidalgo reconocía en vosotros estos honrados y loables principios, y sobre ellos y vuestra credulidad fiaba el éxito de la empresa más injusta e inhumana”. Que la conducta observada por España haciéndole la guerra a los franceses era la prueba más palpable de la falsedad de la información. Que la posición del gobierno era defender la monarquía española hasta el último extremo, así de los franceses como de cualquiera otra potencia.[27]

			Las políticas imperialistas de Napoleón fueron negativas para los proyectos independentistas de los criollos ilustrados de Nueva España. En un primer momento Napoleón apareció como el gobernante ejemplar, el azote de los tiranos y herejes, sin embargo, encarnó al peor de los opresores y enemigo de la Iglesia.[28] Como veremos más adelante, por medio de los discursos y las acciones de los insurgentes se deduce que ellos sí pensaban independizar Nueva España de acuerdo con los postulados liberales. Es muy probable que no estuvieran de acuerdo con las políticas de Napoleón, pero sí con la ideología de la Revolución francesa y con el programa político de Estados Unidos. No es casual que una de las primeras acciones de Hidalgo fuera establecer relaciones de amistad y comercio con esta nación.

			LA DESTRUCCIÓN DEL ORDEN VIRREINAL

			La insurrección destruyó la relación que guardaban las autoridades virreinales con las provincias y pueblos. En su primera etapa, el movimiento gozó de gran popularidad. Con excepción de la mayor parte de los peninsulares y de algunos criollos ricos, los demás grupos sociales se vincularon a la rebelión, aunque muchos de ellos lo hicieron presionados por las circunstancias y porque habitaban en un lugar sublevado. Sin embargo, los asesinatos de europeos y los saqueos de propiedades públicas y privadas transformaron la simpatía en oposición. La mayoría de los propietarios se acogieron al indulto y organizaron la contrainsurgencia. En este apartado se reconstruyen las estrategias políticas y militares insurgentes, es decir, las características de los levantamientos, las formas de organización, así como la pérdida de territorios y de popularidad en un importante sector de la población.

			Hugh Hamill señala que en un primer momento la insurrección se caracterizó por la ausencia de un proyecto militar, y que los líderes pusieron poca atención en los detalles de la rebelión una vez iniciada.[29] Esto no quiere decir que no lo intentaran, simplemente no pudieron alcanzarla ante la extraordinaria participación popular que incluía a hombres, mujeres, niños y ancianos del campo y las ciudades. Por otro lado, el hecho de que la rebelión fuera encabezada por los curas de los pueblos y no por los oficiales milicianos o del ejército, le dio un matiz particular al movimiento y lo convirtió en una revuelta popular, sin un adecuado programa militar. La presencia de familias completas fue de lo más común. En San Francisco del Rincón, las fuerzas de San Pedro Piedra Gorda detuvieron a más de 300 mujeres y niños.[30]

			Más allá de las motivaciones populares para apoyar la insurrección, y de si fue o no Miguel Hidalgo quien dio la orden de masacrar españoles y criollos ricos, es importante destacar que este caudillo se convirtió en la figura legitimadora de los actos que en su nombre hicieron sus seguidores. Desde el inicio de la insurrección, en los territorios controlados por los insurgentes se formaron gobiernos americanos en ciudades, villas y pueblos del obispado de Michoacán, el cual comprendía sobre todo las intendencias de Valladolid, Guanajuato y San Luis Potosí, así como algunos partidos del gobierno de Nuevo Santander (Tamaulipas) y de la intendencia de México. Además de estos lugares, la guerra se extendió hasta los territorios del norte, como Zacatecas y las Provincias Internas de Oriente y de Occidente. Por todas ellas circularon los comisionados del líder insurgente para convencer a las autoridades locales, o bien a un sector de los habitantes, de los beneficios que traería a la Nueva España el derrocamiento del ilegítimo gobierno de la ciudad de México, resultado del golpe de Estado de 1808 y que había sido encabezado por los españoles más poderosos de la Nueva España.

			La base del ejército insurgente se formó con parte de los batallones y escuadras de las milicias provinciales en las que militaban principalmente criollos propietarios. Se trataba de dos batallones de infantería de Celaya, dos de Valladolid, dos de Guadalajara y uno de Guanajuato; de los dragones o de caballería se sumaron cuatro escuadrones del regimiento de la Reina, cuatro del Príncipe, cuatro del de Pátzcuaro y cuatro del de Nueva Galicia. También hicieron lo suyo las compañías fijas de blancos y pardos libres ubicados en las poblaciones costeras entre Colima y Zacatula. A ellos se sumaron miles de simpatizantes dispuestos a derrocar al gobierno de la ciudad de México.

			Los criollos habían planeado un levantamiento organizado, en el que sólo participarían las fuerzas militares (en particular las milicias provinciales) y las élites locales. Con esta finalidad se establecieron juntas de notables en cada población para coordinar los trabajos de acopio de armas, de recursos y de hombres dispuestos a luchar por la causa. Antes del levantamiento, estas juntas se habían instaurado en Dolores, San Miguel el Grande, San Felipe, Guanajuato, México, Valladolid y Celaya, y se estaban organizando en Querétaro, San Luis Potosí, Zacatecas, Guadalajara y en las poblaciones del sur de la Intendencia de México. Brian Hamnett y Jaime Rodríguez comparten la tesis de que el primer proyecto de los conspiradores era comprometer a las fuerzas armadas para derrocar al gobierno peninsular y remplazarlo por uno americano, pero sin dejar de pertenecer al Imperio español, y que, en todo caso, tuvieron la idea de compartir el poder central con los europeos.[31]

			Las proporciones alcanzadas por la rebelión no sólo sorprendieron a las autoridades virreinales sino también a los mismos conspiradores, pues ellos había planeado aprehender a los europeos como en las “vísperas sicilianas” o como se había hecho con los jesuitas.[32] De hecho, el asesinato de “gachupines” no estaba previsto, su idea era expulsarlos del país. La situación cambió cuando los de Guanajuato decidieron hacerles frente. Ello incendió los ánimos en su contra y comenzaron las ejecuciones. Estos acontecimientos y la ingobernabilidad generalizada de alguna manera fueron repudiados por buena parte de las élites locales, quienes prefirieron alinearse con el gobierno virreinal una vez que Calleja los liberó del peligro insurgente. En pocos meses, el fenómeno del criollismo en la insurgencia se diluyó para dar margen a otros movimientos provinciales y locales.

			Algunos historiadores atribuyen la insurrección de los pueblos a la presencia de los clérigos. Luis González afirma que la carismática personalidad de Hidalgo lo convirtió en caudillo; por su condición de cura y anciano le fue muy fácil ganarse el apoyo de los pueblos con la convicción de que luchaba en defensa de la religión y de sus ministros amenazados por los seguidores de Napoleón.[33] Hamill y Brading coinciden en señalar que la utilización de símbolos religiosos netamente americanos en los discursos de los líderes expresaba el resentimiento de los clérigos criollos hacia los europeos sin escrúpulos, guiados sólo por la avaricia. Para Brading, “la insurgencia mexicana se asemejó más a la resistencia española contra la invasión francesa que a los movimientos de independencia de la América del Sur.”[34] La magnitud del movimiento se debió a la presencia de los curas, punto de conexión entre los jefes rebeldes y los pueblos.[35]

			Respecto al detonante de la insurrección, Eric Van Young, Brian Hamnett y John Tutino coinciden en adjudicarla al deterioro de los niveles de vida de la población,[36] pero discrepan en cuanto a la participación de las élites en la insurrección. Hamnett considera que la insurrección se propagó con tanta rapidez debido a la participación de los grupos de poder regional vinculados con los comisionados de Hidalgo. En cambio, Tutino asegura que el fracaso de la rebelión se debió a la ausencia de las élites, que permanecieron al margen de los hechos.[37] Tal vez los dos puntos de vista son acertados si se toman en cuenta los factores de tiempo y espacio por los que la participación de la población en el desarrollo de la guerra no fue uniforme en toda la Nueva España. El caso de los Villagrán de Huichapan es un ejemplo que tiene que ver con la interpretación de los datos. Para Hamnett, los Villagrán eran caciques locales que controlaban el comercio y los talleres artesanales; en cambio para Tutino, Julián Villagrán era un “humilde mercader y arriero”. Si se toman en cuenta los bienes decomisados a los Villagrán, consistentes en varios ranchos y casas, se deduce que Hamnett tiene razón. Otros jefes de esta región, Rafael Anaya y Antonio Cañas, también eran propietarios, pues poseían ranchos y además arrendaban tierras.[38] Es muy probable que no todas las élites locales apoyaran el movimiento; sin embargo, durante la primera etapa destacaron por su presencia el conde de Santiago de la Laguna de Zacatecas, los Huarte y los Rayón de Valladolid, los Malo de Guanajuato, Ignacio Cañedo y Francisco Ortiz de Letona de Nueva Galicia, así como los Galeana, los Bravo, Juan Álvarez y Vicente Guerrero en el sur de México. El conde de Santiago y los Malo a los pocos meses fueron indultados y renegaron de su pasado. El resto se mantuvo en la lucha del lado insurgente.

			Tal vez la rebelión de los pueblos estuvo motivada por cuestiones religiosas y materiales (como los bienes que pudieran expropiar a los españoles), pero también hubo otros móviles muy importantes: la exención o reducción de gravámenes como el tributo y la alcabala, la expulsión de todos los españoles y la repartición de las tierras de comunidad arrendadas por el gobierno a favor de las cajas de los indios. De todos, la exención del tributo fue lo más atractivo para los indios. No es casual que diez días después de que Hidalgo declarara su abolición, también lo hiciera el virrey Venegas.[39] Si se toman en cuenta todos estos elementos familiares para los pueblos y el sueño fugaz al inicio de la rebelión de experimentar estos cambios, no es difícil comprender la rápida adhesión de las poblaciones a la causa insurgente.

			LAS CIUDADES Y LA GUERRA

			La guerra en las ciudades novohispanas es uno de los temas menos estudiados de este periodo, ya que se ha ponderado más la participación de los campesinos insurgentes y las fuerzas realistas, con lo que parecería que en las ciudades no sucedió nada.[40] La adhesión o rechazo a la insurgencia dependió de la posición asumida por las élites de cada ciudad, sobre todo durante los primeros siete meses.[41] En este tiempo hubo gobiernos americanos en Celaya, Guanajuato, Valladolid, Guadalajara, Zacatecas y San Luis Potosí, por citar algunas. En el resto de las ciudades se optó por la adhesión al régimen virreinal. En este caso ubicamos la ciudad de México, Puebla, Oaxaca, Veracruz, Tlaxcala y Querétaro.

			Para analizar las ciudades insurrectas, las hemos dividido en cuatro modelos. El primero corresponde a Celaya y a Valladolid. Ante la huida de las autoridades reales y de los peninsulares, las élites criollas dieron la bienvenida a los rebeldes y juntos designaron al nuevo gobierno insurgente. El segundo se ocupará de Guanajuato, donde autoridades, peninsulares y criollos acomodados, decidieron hacerle frente. El tercero se refiere a Guadalajara y a Zacatecas, donde se formaron gobiernos autónomos antes de unirse a la insurrección. Por último, tendríamos el caso de San Luis Potosí, donde el control gubernamental no pudo evitar el levantamiento. Para las ciudades que no se insurreccionaron habría dos ejemplos: el de Querétaro donde la represión sofocó a los inconformes, y el de las que permanecieron leales al gobierno, como la ciudad de México, Puebla, Veracruz, Tlaxcala y Oaxaca.

			¿Por qué algunas provincias se insurreccionaron y otras permanecieron leales al gobierno? Tal vez porque eran espacios distintos con redes comerciales, culturales, eclesiásticas y políticas que las convertían en unidades autónomas. En una primera etapa, la insurrección tuvo un radio de acción muy definido; de Guanajuato se extendió a las provincias circunvecinas ya mencionadas y que en cierta forma se ubicaban en lo que era el Obispado de Michoacán. En cambio, los enviados de Hidalgo y Allende no lograron insurreccionar ciudades como Puebla, Tlaxcala, Veracruz y Oaxaca. Sin embargo, un año después éstas no escaparon a las rebeliones en los pueblos de su jurisdicción. Con excepción de la ciudad de Oaxaca, que fue conquistada por Morelos en 1812, las otras no sufrieron los estragos de una ocupación insurgente, pero en cambio sí padecieron la presión de las tropas realistas.

			Después del pueblo de Dolores, Celaya fue la primera ciudad ocupada por los insurgentes. Aun cuando el ayuntamiento y el jefe de la plaza, Manuel Fernández Solano, procedieron a la organización de su defensa y convocaron al regimiento provincial, a las milicias locales y bloquearon las entradas a la ciudad, el 19 de septiembre los insurgentes ocuparon la plaza y los notables y los defensores huyeron a Querétaro. Tiempo después, cuando el jefe realista Félix María Calleja la reconquistó, se encontró con un gobierno insurgente dócil y dispuesto a someterse de nueva cuenta al orden colonial. Los europeos que no lograron salir de la ciudad estaban en la cárcel y fueron liberados. En cambio el pueblo bajo se mostró hostil y desafiante a su mandato. Por eso Calleja publicó el bando del indulto de inmediato, para que los habitantes se presentaran ante él; recogió el armamento y todos los utensilios punzocortantes; colocó la horca en la plaza pública y ejecutó a los más “criminales” como escarmiento para la población. En este lugar, Calleja perdonó a los criollos su rebeldía y al subdelegado Carlos Camargo lo ratificó en su puesto porque todo el vecindario le respetaba. Luego se formaron dos compañías de patriotas para su defensa.[42]

			Cuando se conoció la noticia de la insurrección en Valladolid, también se iniciaron los trabajos de defensa. Se convocó al regimiento provincial, se organizaron las milicias locales y bajo la dirección del obispo Abad y Queipo se estableció una maestranza para la producción de armamento. Para proteger la plaza, en compañía del intendente Manuel Merino, el virrey envió a los coroneles García Conde y al conde de Rul, pero fueron aprehendidos por los rebeldes. Frente a esta situación, las autoridades de Valladolid consideraron insuficientes las medidas tomadas, sobre todo para mantener bajo control a la plebe, y decidieron abandonar la plaza. Entre las autoridades destacaban el intendente interino José Alonso de Terán, el obispo Abad y Queipo, varios canónigos y muchos europeos. Ante el vacío de poder, el ayuntamiento tomó el mando de la ciudad, y teniendo como líder al regidor criollo Isidro Huarte (el hombre más rico de Valladolid y suegro de Iturbide), recibió a Hidalgo y a su gente con todos los honores. El alcalde del primer voto, José María de Anzorena, ocupó el cargo de intendente insurgente. En esta ciudad, el clero apareció como el principal aliado de los rebeldes. Las autoridades rebeldes no pudieron evitar la masacre de peninsulares en manos del pueblo bajo local. En Pátzcuaro los líderes también fueron los criollos. A diferencia de lo ocurrido en Guanajuato y Valladolid, en este lugar la población protegió a los europeos para que no fueran sacrificados por los indios. También fue uno de los lugares donde, ante el inminente ataque realista, fueron indultados y juraron lealtad y obediencia al rey.[43] Hasta 1814, sólo la capital de la provincia de Valladolid permaneció en poder de los realistas y el resto de las poblaciones fueron leales a la insurgencia.

			En el caso de Guanajuato las autoridades también se organizaron para hacer frente al levantamiento. Primero se avisó a los europeos de la comarca sobre el peligro que les amenazaba y se les ordenó refugiarse en la ciudad. También se formó la milicia con voluntarios, encabezada por Pedro Otero y Francisco Bustamante. En la ciudad se cortaron las bocacalles y se fabricaron armas y cartuchos. La noche del 24 de septiembre el intendente Riaño, el alcalde Arizmendi y Francisco Iriarte acordaron concentrar en la alhóndiga todos los bienes del rey y a todos los españoles de la región con suficientes alimentos para resistir. Mientras tanto, “el pueblo”, que había permanecido como espectador, enfureció por la exclusión que se le hacía y por el encarecimiento de los productos. Ello incrementó el odio y resentimiento hacia los europeos que, con tal de salvar sus vidas, dieron la espalda a la mayor parte de la población y no tuvieron empacho en abandonarla a su suerte y dejarla sin alimentos. Como las autoridades estaban seguras de que en cualquier momento llegaría Calleja en su auxilio, no aceptaron la rendición de la plaza y prefirieron defenderla “hasta derramar la última gota de su sangre”, y así fue. Sin una adecuada organización militar y con toda la población en su contra, en pocas horas los europeos fueron víctimas de su propia torpeza; muchos murieron a manos del pueblo, ese mismo pueblo por ellos despreciado. Este suceso modificó el plan de los criollos que no consideraban la ejecución de los europeos. Después de los acontecimientos de Guanajuato los peninsulares corrieron la misma suerte en varios lugares. Los que lograron escapar de la masacre permanecieron en la cárcel pública hasta la llegada de Calleja. Así, sin los europeos de por medio, los criollos organizaron el gobierno insurgente: para el cargo de intendente se nombró al brigadier José Francisco Gómez, antiguo administrador del tabaco y ayudante mayor de infantería de Valladolid. También se estableció un nuevo ayuntamiento.[44]

			El 25 de noviembre de 1810 la ciudad de Guanajuato fue reconquistada por Calleja, y su política fue similar a la desarrollada en Celaya. Destituyó a las autoridades insurgentes, restableció el antiguo ayuntamiento encabezado por Arizmendi y nombró intendente interino a Fernando Pérez Marañón, empleado de la hacienda pública. Aun cuando Calleja ejecutó a los más comprometidos con la insurgencia, perdonó la vida a muchos otros. El 26 de noviembre se ordenó la ejecución de 23 individuos, todos “decentes”, entre los que destacaban el intendente insurgente José Francisco Gómez, José Ordóñez, teniente veterano del Príncipe y sargento mayor de Hidalgo; Rafael Dávalos, capitán y colegial de minería; Mariano Ricocochea, coronel y administrador del tabaco; Casimiro Chovel, coronel insurgente y administrador de la mina La Valenciana y el coronel Rafael Venegas. Entre los indultados destacaban Mariano y Pedro Otero, principales mineros locales. Según Calleja, les perdonó la vida porque habían donado a la Corona 22 000 pesos para la guerra contra Francia y porque en el futuro donarían 1 000 pesos mensuales a la campaña contra los insurgentes. Además, los dos hermanos se iban a incorporar a las compañías de patriotas distinguidos. Con la formación de las nuevas autoridades, de las milicias y de los castigos ejemplares, los partidarios de la insurgencia tuvieron que abandonar las ciudades.[45]

			La noticia de la insurrección se conoció en Guadalajara el 21 de septiembre de 1810. Los criollos de inmediato comenzaron a organizarse en torno del ayuntamiento y se convirtieron en la máxima autoridad de la ciudad. Ellos se encargaron de aprehender a los europeos y de confiscar sus bienes. Algunos de estos últimos lograron escapar y se refugiaron en San Blas, entre ellos el intendente José María Abarca. Cuando los insurgentes llegaron a este lugar, ya había un gobierno independiente encabezado por José Antonio Torres. Al igual que en Guanajuato y Valladolid, más de 200 europeos fueron ejecutados por los insurgentes. Durante varios meses la sociedad de Guadalajara tuvo un gobierno americano. En esta ciudad Hidalgo dictó las disposiciones más radicales desde un punto de vista social, político y económico, entre las que destacaban la abolición de la esclavitud, el pago de tributo de los indios y afroamericanos, y los estancos. También redujo el pago de alcabalas.[46]

			A la élite de Guadalajara pertenecía Francisco Ortiz de Letona, comisionado por Hidalgo para negociar con el Congreso de Estados Unidos un tratado de cooperación y amistad. Otros personajes comprometidos con la insurgencia fueron Ignacio Cañedo, dueño de la “famosa hacienda del Cabezón”; el presidente de la Audiencia, José Castañeda, muy conocido por su posición radical contra el gobierno; los hermanos José María y Alejo Mora, muy amigos de Hidalgo. Se ordenó proceder contra el cura de Mascota, Francisco Maldonado, y recoger de su biblioteca los libros que tenía de “Volteir, Rusau, Dorod, Reinal y de otros impíos” [sic]. Su ayudante en el periódico, el doctor Sierra, debía quedar suspenso de su cátedra y excluido del claustro de los doctores. También había que investigar la conducta de otras personas notables como la del brigadier Jarero, la de la “casa rica de los Chaures”, la del licenciado Mateos y la de algunos regidores del ayuntamiento.[47]

			Una vez recuperada la ciudad, Calleja nombró nuevas autoridades. El oidor José Ignacio Ortiz de Salinas quedó a cargo de la intendencia; a Miguel Marín lo ratificó como alcalde del primer voto y a Manuel García de Quevedo como alcalde segundo. También estableció una Junta de Seguridad Pública presidida por el oidor Juan José Souza y Viana, además de los señores Manuel García de Quevedo, José Dávalos, Francisco Antonio de Velasco, Dionisio de Riesta y Andrés Arroyo de Anda. Asimismo, formó una junta de requisición de los bienes robados a los europeos presidida por el alcalde Miguel Marín. Finalmente, organizó las milicias de patriotas distinguidos para el resguardo de la ciudad.

			La Junta no sólo se encargaría de requisar los bienes robados por los insurgentes para luego entregarlos a sus respectivos dueños; también tendría que incautar todos los bienes de los rebeldes, los cuales pasarían a la hacienda pública y se utilizarían para el sostenimiento de las tropas. Tal fue el caso de los bienes de Cañedo y de Letona, que fueron confiscados por esta Junta.[48]

			Sobre el papel de la Iglesia en el caso de Guadalajara, Brian Connaugh­ton manifiesta que antes de la insurrección, la jerarquía eclesiástica había apoyado con entusiasmo las reformas clericales sin tomar en cuenta “que algunas fuerzas locales se apropiarían del cambio, profundizándolo y cuestionando más radicalmente a los integrantes del orden establecido bajo la monarquía española”. Sin embargo, una vez que estalló la insurrección, ésta fue rechazada por el alto clero.[49] A pesar de su simpatía por la causa insurgente, después de la batalla de Calderón y del triunfo realista, las autoridades y notables de Guadalajara se desplazaron hasta San Pedro Tlaquepaque para recibir al “salvador”. Todos agradecieron a Calleja haberlos liberado de los rebeldes; sin embargo, éste dudaba de su sinceridad y tuvo que inspirarles confianza y “desvanecer los rumores de que las armas del rey venían desolando los pueblos”. En Guadalajara, el jefe de operaciones actuó con “prudencia y disimulo” dejando a las autoridades tal y como estaban, sin importar su condición de insurgentes. Con ello se pretendía “restituir la confianza a los pueblos y evitar sospechas y temores”. Según Calleja, los europeos de la ciudad habían demostrado poco interés y patriotismo durante la ocupación insurgente y, después de ser liberados, no mostraron preocupación alguna por la defensa ni querían participar en la organización de las milicias locales. Preferían huir en vez de hacer frente a un problema que ellos mismos habían generado por su codicia y altanería.[50]

			Zacatecas es otra de las ciudades donde se cumple con precisión el ideario político de los notables americanos que conspiraban contra el régimen. Los españoles se retiraron de la ciudad y abandonaron sus propiedades y puestos administrativos en el gobierno, mismos que fueron ocupados por los criollos encabezados por el conde de Santiago de la Laguna. Cuando éste tomó posesión de su cargo, en la ciudad dominaba la anarquía y el desorden. Las primeras medidas tuvieron como propósito restituir la confianza en el pueblo y garantizar la vida y propiedades de todos los habitantes; hacer justicia de acuerdo con la ley, no permitir los saqueos y venganzas personales, intervenir las propiedades de los deudores para pagar a los afectados, garantizar el abasto de víveres y, lo más importante, mantener la economía a flote. Para ello, se ordenó al ayuntamiento rehabilitar las minas de Quebradilla y Veta Grande, con el fin de acuñar monedas para reponer las extraídas por los europeos. Cuando los insurgentes llegaron a Zacatecas también se encontraron con un gobierno dispuesto a negociar y condicionar su adhesión a la causa. A pesar del desmoronamiento del gobierno político y de la agitación social que dominó en los primeros meses de la insurgencia, la élite criolla zacatecana fue capaz de mantener la unidad entre la población, y las acciones tomadas por el gobierno autónomo fueron respaldadas por los habitantes. Los notables de Zacatecas condicionaron su apoyo a los insurgentes bajo cuatro principios: reconocimiento de los derechos de la religión, el rey, la patria y por la expulsión selectiva de españoles.[51]

			El 2 de noviembre arribaron los insurgentes a la capital y reconocieron el gobierno de Santiago de la Laguna; éste legitimó el movimiento, aunque no estuvo de acuerdo con algunas de sus acciones, como la confiscación de las propiedades de españoles, el arresto y la ejecución de los mismos y la apropiación de caudales públicos. El 17 de febrero de 1811, el capitán realista José María de Ochoa recuperó la ciudad y de inmediato procedió al nombramiento de nuevas autoridades y organizó las compañías milicianas de distinguidos. Estas medidas fueron insuficientes para defenderla, ya que dos meses después, Rayón de nuevo la ocupó. El 3 de mayo, por segunda vez, Calleja recuperó la ciudad; los insurgentes huyeron y los habitantes no opusieron resistencia a las tropas realistas. En sólo diez días, Calleja indultó a más de 3 000 insurgentes y simpatizantes que imploraron la gracia del indulto. Este jefe también reorganizó el gobierno, formó la junta de seguridad y estableció una fuerza con siete compañías de milicianos distinguidos.[52] Estas medidas fueron suficientes para garantizar la existencia de las autoridades realistas.

			A pesar de que a San Luis Potosí se le podría definir como la cuna de la contrainsurgencia, también fue partidaria de la insurrección. En la ciudad se organizó la principal fuerza armada que combatió a los insurgentes, y aun cuando Calleja dejó parte de su ejército para garantizar su seguridad, no pudo evitar el levantamiento. Desde que se conoció la noticia de la insurrección, las autoridades formaron las compañías de distinguidos y una Junta de Seguridad Pública integrada por el teniente letrado don José Ruiz de Aguirre, el capitán Joaquín Bustamante y el licenciado Antonio Frontaura y Sesma. Ésta fue la primera junta de seguridad que se estableció en las ciudades. En los dos primeros meses la Junta juzgó a más de 200 personas acusadas de conspiración; entre ellas había ocho frailes carmelitas.[53] En cuanto las tropas de Calleja salieron en campaña, la plebe de la ciudad comenzó a manifestarse contra el gobierno, y el 11 de noviembre sucedió lo previsto: la propia guarnición, apoyada por el pueblo bajo, se rebeló. El 2 de marzo de 1811, la capital potosina fue recuperada por Calleja. La ciudad estaba casi desierta, había poca gente. Algunos notables habían sido ejecutados por el gobierno insurgente y otros se habían ido por temor a correr la misma suerte. Por su parte, los que se habían insurreccionado huyeron ante la presencia de Calleja.[54]

			Para la reorganización de las autoridades de San Luis, Calleja aseguraba “que apenas tenía un hombre honrado de quien echar mano”. Los leales estaban en el ejército. El 6 de marzo se nombró intendente de la provincia al teniente letrado José Ruiz de Aguirre. Dos días después se restableció el antiguo ayuntamiento encabezado por don Manuel de la Gándara, Baltasar Arrivas, Juan Gorriño, Cristóbal Corbalán y Francisco Justo García. El único cargo que cambió fue el de escribano, asignado a Juan José Domínguez. Una vez restablecida la autoridad, Calleja procedió con las averiguaciones para castigar a todos los que hubieran participado con los rebeldes. Muchas personas fueron detenidas, entre las que destacaban los prelados de los conventos de San Francisco, La Merced, San Juan de Dios y San Agustín. El prior de este último murió en prisión, según Calleja, de muerte natural. Llama la atención que, en las ciudades de Guadalajara, Zacatecas y Valladolid, a estas órdenes monásticas también se les acusó de conspiración. Para intimidar a la gente, de los detenidos se ejecutó a más de 20, y se le perdonó la vida a seis, con el fin de “dar mayor publicidad y hacer más notables las benéficas ideas del gobierno y de atraer por todos los medios posibles a los rebeldes al partido de la razón”.[55] Otra medida tomada por Calleja fue la organización de las compañías milicianas de distinguidos y la nueva Junta de Seguridad. Las primeras quedaron bajo el mando de Miguel Flores, Bernardo de Urrutia, Francisco Díez Navarro y Antonio Platas; la segunda dependió directamente del intendente.[56]

			Como ya se explicó, el radio de acción de la insurgencia de Hidalgo estuvo muy definido. A pesar de haber llegado “hasta las goteras de México” y sus enviados hasta las ciudades de Puebla y Oaxaca, los rebeldes no lograron motivar a los habitantes de estos lugares, quienes optaron por el bando realista.[57] Para insurreccionar la ciudad de Oaxaca, Hidalgo encomendó esta tarea a José María Armenta y a Miguel López de Lima. Cuando trataban de entrar a la ciudad, fueron capturados y fusilados el 31 de diciembre de 1810. Poco tiempo después, descubrió una conspiración cuyos responsables eran José Catarino Palacios y Felipe Tinoco, quienes también fueron ejecutados.[58]

			En Querétaro no hubo alzamiento ante la represión ejercida por el gobierno. Como se recordará, fue en este lugar donde se descubrió la conspiración que más tarde encabezarían Hidalgo y Allende. En el mes de septiembre de 1810, en esta ciudad se aprehendió a más de 1 100 personas acusadas de conspiración. Sobre el destino de los presos, el gobierno ordenó ejecutar a los más comprometidos e indultar al resto. Sin embargo, a pesar de la represión y control de la ciudad, el gobierno no pudo evitar las insurrecciones en las villas, pueblos y rancherías de su partido, de Cadereyta y de San Juan del Río. Su objetivo era liberar al corregidor y a los demás presos, bajo la protección de la virgen de Guadalupe.[59]

			También en Querétaro se organizaron las milicias locales y se formó una junta de seguridad. En esta ciudad, los mismos oficiales aportaron el dinero necesario para cubrir los gastos de las compañías. Para mantener la ciudad de Querétaro a salvo de los insurgentes que la rodeaban, su comandante, Juan Antonio de Hevia, organizó a toda la población en posición de defensa. La ciudad fue dividida en secciones con su respectiva milicia.[60] Durante la guerra Querétaro se convirtió en el principal centro manufacturero de los uniformes y utensilios para el ejército. Las fuerzas de Calleja y las acantonadas en la ciudad de México fueron los principales clientes de los artesanos de esta ciudad.[61]

			Al igual que en las ciudades donde se formaron gobiernos insurgentes, en las que permanecieron fieles al monarca también se organizaron los batallones de milicias y las juntas de seguridad. En este caso ubicamos a la ciudad de México, Puebla, Oaxaca y Veracruz. Sólo en la primera se prohibió el alistamiento de los indios. De acuerdo con el plan militar del 10 de octubre de 1810, se establecieron los “batallones patrióticos distinguidos de Fernando VII”, compuestos por los propietarios europeos peninsulares y americanos. Para pertenecer a ellos, sólo tenían que ser mayores de 16 años y contar con el capital suficiente para sostenerse mientras durara la campaña. Entre el 19 de octubre y el 7 de noviembre se organizaron en la ciudad de México 15 compañías de 100 hombres cada una. Los oficiales de estos cuerpos fueron propuestos por el ayuntamiento y ratificados por el virrey.[62]

			En las ciudades de Oaxaca y Puebla la milicia se organizó en corporaciones y estamentos. En la primera, tres aglutinaban de forma exclusiva a europeos y criollos ricos, y las otras dos a los artesanos, entre los que destacaban por su número los coheteros con 38, los panaderos con 35, los sastres con 21, los barberos con 18, los carpinteros con 17, los zapateros con 16, los plateros con 16, los veleros, cereros y dulceros con 15, los tejedores con 11, los pintores con siete, los sombrereros con tres y los ojalateros con dos.[63] En la de Puebla, los plateros José Insunza y Manuel Hernández formaron una compañía de artillería, los empleados del resguardo otra de caballería y los notables y artesanos tres más.[64]

			La guerra desarticuló las estructuras de gobierno del antiguo régimen, y fue a partir de los autogobiernos (que presuponían una organización político-económica-militar para la defensa de las ciudades y su entorno) cuando se estableció una nueva estructura de gobierno que en cierto sentido favoreció la autonomía provincial y local y, en consecuencia, una mayor participación de la población civil en las decisiones políticas y en la defensa militar.

			Por su seguridad, las ciudades se convirtieron en los refugios de los españoles europeos y americanos que vivían en los lugares invadidos por los insurgentes; también se convirtieron en centros de poder político y militar de los realistas, y desde éstas se iniciaron las campañas contrainsurgentes. Con una casi total independencia del gobierno virreinal, cada ciudad tuvo que desarrollar sus propias políticas para hacer frente a los rebeldes, garantizar el abasto, manejar las contribuciones y oponerse al gobierno virreinal y al ejército cuando atentaban contra los intereses de sus habitantes.

			LA REBELIÓN DE LOS PUEBLOS

			En este apartado mostraré algunos ejemplos de la división y enfrentamientos que se dieron en las poblaciones entre los partidarios realistas y los insurgentes. Sobre la insurrección, Calleja sostenía que el “fuego devastador cunde con rapidez, el robo y la libertad sin límites a que propende esta población es el agente más eficaz que sólo puede contener la fuerza y energía providenciales”.[65] En Guanajuato, ocho días después de que las tropas de Calleja abandonaran la capital minera, la ciudad fue reconquistada por las fuerzas de Albino García y Tomás Valtierra. A ellos se unió la “plebe” de la ciudad y sólo saquearon algunas casas y haciendas de peninsulares, aunque ejecutaron a más de cinco. En su auxilio llegaron Luis Quintanar y Antonio Linares, quienes liberaron la ciudad.[66] A principios de 1811, el clérigo Rafael García, Garcilita, insurreccionó por segunda vez Salamanca. Su rebeldía se expresó en el saqueo de la aduana y de casas propiedad de los realistas, en la destrucción de la cárcel y del archivo público, y en el nombramiento de la nueva autoridad, que en este caso recayó en Luis García. A imitación de Salamanca, la “plebe” de Irapuato hizo lo mismo al saquear e incendiar las casas de los europeos y del alcalde Mariano Azconovieta. Pocos días después, llegaron a Irapuato los insurgentes José Ignacio Martínez, el coronel Menchaca y el dominico con grado de teniente coronel fray Mariano Rodríguez. La “plebe” se alborotó de nuevo y dio muerte a los patriotas Mariano Liceaga y José María Estrada, e hirió a otros, entre los que se encontraba el alcalde Azconovieta. A “gusto del pueblo”, los insurgentes nombraron jueces a Juan Bautista Gallardo y José Apolonio Zanabria. Para someterlos, el intendente realista Fernando Pérez Marañón, bajo el liderazgo de los curas locales, envió las milicias recién formadas de León, Guanajuato y Silao, y aun cuando la “plebe” les hizo frente, fue sometida.[67]

			El 1 de febrero de 1812, las poblaciones de Celaya, Guanajuato, León, Silao e Irapuato estaban bajo control de los realistas. Sus milicias eran de las mejor organizadas. En cambio, Salamanca, Valle de Santiago, Pénjamo, San Luis de la Paz y Yuriria estaban ocupadas por los insurgentes. Tanto realistas como insurgentes atacaban a las poblaciones consideradas enemigas. Según el subdelegado de Irapuato, José María Esquivel, los insurgentes robaban todo lo que encontraban en las haciendas, destrozaban las milpas de los hacendados que no los apoyaban y amenazaban a los peones con la horca si realizaban alguna actividad en las haciendas. Según Esquivel, los peones fingían más miedo del que tenían para que el patrón no los corriera de sus propiedades.[68]

			El caso de San Miguel el Grande es otro claro ejemplo de la división que se dio entre los notables y la plebe compuesta por indios y castas. El cura-comandante del lugar, Francisco Uraga, en su informe hizo clara referencia a estos dos actores. Durante un año, las relaciones entre ambos se mantuvieron en buenos términos; sin embargo, cuando un notable insultó de “palabra y obra” a uno de los indígenas, “la plebe resolvió vengarse” y llamó a los insurgentes de San Luis de la Paz y les facilitó la entrada a la villa.[69] Las tropas que guarecían la plaza fueron sorprendidas y no pudieron evitar el saqueo de las cajas reales. Días después, los rebeldes volvieron a la villa y trataron de seducir a los indios, pero como éstos no quisieron participar en el saqueo, secuestraron al gobernador. En esta ocasión los indios se enfrentaron a los rebeldes y liberaron a su líder. Por este hecho los notables supusieron que la plebe ya estaba de su lado y procedieron a reorganizar la milicia sin la representación indígena. Por si fuera poco, los notables intentaron obligar a los indios a fabricar las armas, a lo cual los indios respondieron llamando de nuevo a los insurgentes, quienes “hicieron cuanto les dictó la plebe”: saquearon algunas propiedades y tomaron como prisioneros al alcalde Malo y a todos los voluntarios que encontraron. Para calmar los ánimos, la tropa de Celaya, a cargo de Francisco de Guizarnótegui, tuvo que intervenir.[70]

			Una vez que las tropas de Celaya salieron, Bernardo “Huacal”, junto con 40 ladrones, entró a la villa y se apoderó del dinero de las cajas reales, y aunque éste llamó al pueblo para que se le uniera, nadie le hizo caso; en cambio, el pueblo apoyó a los notables para hacerles frente. La “plebe” tomó preso a “Huacal” y a 12 de sus hombres, mismos que fueron ejecutados. Después de estos acontecimientos, los notables de San Miguel se sentían inseguros, porque sólo el ejército podría mantener bajo control a la “plebe” y a mucha gente del lugar, pues los patriotas carecían de disciplina y subordinación. De acuerdo con lo dicho por el cura Francisco Uraga, las tropas no habían aniquilado a los rebeldes, sólo habían provocado su ira y era muy probable que acabaran con el pueblo.[71]

			El 12 de marzo las fuerzas realistas ocuparon por primera vez el pueblo de Mezquitic. Como la mayor parte de los rebeldes no estaba en el lugar, el capitán Ramón Cordero sólo ejecutó a 10 indígenas, entre los que figuraban el gobernador y los alcaldes. Luego publicó el bando del indulto y les advirtió que si reincidían o alojaban insurgentes, les incendiaría el pueblo, y a los habitantes “los pasaría a cuchillo”. Ya en 1767, después de la expulsión de los jesuitas, les había quitado el carácter de república y con ello perdieron todos sus privilegios. Sus bienes pasaron a manos de un administrador dependiente del subdelegado peninsular.[72]

			Los pueblos de Santa María del Río, de Santa María de Abajo y Tierra Nueva también fueron castigados. El capitán Antonio Linares tenía la orden de pasar por las armas a los culpables de más delitos; si oponían resistencia, incendiarlos; privarlos del usufructo de la tierra y adjudicar sus bienes a la Real Hacienda; abolir las leyes y autoridades indígenas y, finalmente, publicar el bando del indulto. Cuando Linares llegó al pueblo de Santa María del Río, la población ya se había dividido entre los que apoyaban a los rebeldes y los que defendían a los realistas. Los primeros tuvieron que abandonar la población porque los segundos eran mayoría. En este lugar Linares colgó a tres rebeldes y azotó en la picota a cuatro, y en Santa María de Abajo ejecutó a otros cuatro.[73]

			Cuando Linares arribó a Tierra Nueva, sus habitantes estaban en los cerros y aun cuando les pidió que regresaran, no lo hicieron. Por la altura de sus posiciones las tropas no pudieron llegar hasta ellos para castigarlos; tampoco se pudo organizar el nuevo gobierno ni publicar el bando del indulto. Pocos días después, los habitantes de este pueblo, junto con los de Santa Catarina, Sichú y misión de San Miguelito, se organizaron con el fin de atacar los pueblos y haciendas realistas. El 19 de abril estas fuerzas fueron derrotadas por Linares, y ese mismo día, en Tierra Blanca, Linares organizó el nuevo gobierno; en Xichú quemó la casa del rebelde González y amenazó con quemar el pueblo entero y decomisar sus bienes si continuaban apoyando a los rebeldes.[74]

			A Valle del Maíz y Río Verde los sublevó el lego Luis de Herrera. De acuerdo con la idea original del movimiento, hubo cambio de autoridades y aprehensión de peninsulares. En el primero la “plebe” asesinó a sangre fría a los 11 europeos encarcelados. El 24 de marzo de 1811, el coronel Diego García Conde dispersó la fuerza de Herrera y le decomisó 15 cañones. Los rebeldes tenían fiesta y estaban borrachos, pero lograron huir. A causa de la muerte de los europeos, el subdelegado fue ejecutado. Cuando las tropas de Joaquín de Arredondo llegaron a los pueblos de Cántaros y Carrizos, los indios se concentraron en la “Laguna Cerrada”. Al jefe realista lo acompañaba un grupo de indios leales al gobierno, a quienes, para no confundirlos con los rebeldes, les puso un “tahali blanco”, pero los insurgentes hicieron lo mismo y ya no los pudo atacar porque se mezclaron con los otros. Mató a muy pocos.[75]

			En Tequisquiapan el realista Francisco Amat fue recibido por los notables del lugar (el cura, el justicia y los vecinos de razón); en cambio, los indios permanecieron indiferentes. El gobernador fue destituido de su cargo acusado de sedición. Amat afirmaba que sus pobladores eran malos y que si no se habían insurreccionado era porque los indios no podían volar, pero que respiraban “mucha malignidad y cubierta con humillación”.[76] Su razonamiento no era infundado, pues al poco tiempo todos los pueblos de los partidos de Tequisquiapan, Cadereyta, Tolimán, Peñamiller y la Sierra Gorda se insurreccionaron bajo las órdenes de Rayón y de Villagrán. En mayo de 1811, el capitán José de Castro ocupó Cadereyta y desde allí organizó las campañas de represión. El 11 de mayo sometió Tolimán y San Pablo. En San Miguelito “encontró a la indiada remontada en la cumbre de los cerros, seguros de su posición”. Aun cuando les advirtió que si bajaban les perdonaría su insolencia y si no les quemaría sus casas, los habitantes lo ignoraron, por lo que procedió a incendiar el pueblo.[77]

			En las poblaciones del partido de Xilotepec la insurrección la encabezaron los indios. Además de interceptar los caminos, ejecutaron y saquearon las propiedades de ocho europeos. En su campaña de pacificación en este partido, el capitán Juan de Dios y Ortega manifestaba que en los pueblos encontraba poca gente, siendo en su mayoría mujeres. Cuando este capitán llegó a Tecozautla la mayor parte de los indios, por su complicidad con los insurgentes, huyó hacia los cerros y sólo permaneció la “gente de razón”. En Huagintlán, del partido de Cuernavaca, el gobernador y los alcaldes preparaban la insurrección cuando el teniente realista ocupó el pueblo. Los indios lo recibieron con piedras y fueron reprimidos. El teniente también ejecutó a los cuatro cabecillas y aprehendió a 13 de sus cómplices, quienes habían planeado unirse a los insurgentes de Iguala.[78]

			En Nopala la insurrección de indios fue encabezada por el cura Manuel Correa. Este pueblo fue sometido varias veces y, aun así, volvió a movilizarse. El 15 de septiembre de 1811 los habitantes se enfrentaron a las tropas de Andrade, no en el pueblo sino en los cerros circunvecinos. El cura escapó y, a la semana siguiente, ya estaba organizando una partida para apoyar a Rayón en el sitio de Zitácuaro. En Los Remedios y Orizaba la población también estaba dividida. En julio de 1811, cuando Andrade ocupó las dos poblaciones, una parte de los habitantes permaneció en sus casas y la otra huyó a los cerros. En cuanto Andrade salió de los pueblos, los indios que estaban en los cerros comenzaron a movilizarse con el fin de atacar a los que habían permanecido en sus casas.[79]
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